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Bogotá D.C., 5 de agosto de 2021 

 

Honorable Magistrada 

PAOLA ANDREA MENESES MOSQUERA  

Corte Constitucional de Colombia 

 

REFERENCIA: Respuesta invitación por Oficio OPT-A-

2318/2021 al Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad 

– Dejusticia –. 

RADICADO: T-7.987.537, Acción de tutela. 

ACCIONANTE: Helena Herrán Vargas. 

ACCIONADOS: Administradora Colombiana de Pensiones - 

Colpensiones. 

 

Diana Esther Guzmán, Mauricio Ariel Albarracín Caballero, Nina Chaparro González, Santiago 

Carvajal, Maryluz Barragán González, Isabel Cristina Annear Camero, Diana Carolina León, 

María Clara Zea, Marianne Neira, identificadas como aparece al pie de nuestras firmas, mayores 

de edad y vecinas de Bogotá, actuando en calidad subdirectores e investigadoras del Centro de 

Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad –Dejusticia–, presentamos la siguiente intervención en 

el marco del proceso de tutela de la referencia entre Helena Herrán Vargas contra la 

Administradora Colombiana de Pensiones (en adelante Colpensiones), el cual estudia las 

violaciones de derechos fundamentales de la accionante relacionados con la negativa del fondo 

de pensiones de pensionar a una mujer trans que cumple los requisitos legales para acceder a 

pensión por régimen de prima media (en adelante RPM) cumpliendo los requisitos de las mujeres 

según lo establecido por la Ley 100 de 1993 (en adelante Ley 100).  

Dejusticia es un centro de estudios jurídicos y sociales localizado en Bogotá, Colombia. Nos 

dedicamos al fortalecimiento del Estado de Derecho y a la promoción de los derechos humanos 

en Colombia y en el Sur Global. Promovemos el cambio social a través de estudios sociojurídicos 
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y propuestas de política pública. A lo largo de dieciséis años hemos realizado acciones de 

investigación, litigio e incidencia en distintos temas, incluyendo asuntos relacionados con la 

protección de los derechos fundamentales. Una de las líneas de trabajo de Dejusticia es la línea 

de Género, que trabaja para garantizar el goce efectivo de los derechos de las mujeres y personas 

LGBTI. Dentro de esa línea trabajamos en la promoción de los derechos de personas trans a 

través de investigaciones académicas y acciones jurídicas.  

Por medio del Auto 275 de 2021, con fecha del 2 de junio de 2021, la Corte solicitó que, como 

intervinientes, “dentro del término de diez (10) días hábiles contados a partir de la notificación 

de la presente providencia, remitan un escrito de intervención en el que respondan las siguientes 

preguntas y presenten la información que consideren relevante en el marco del presente asunto”. 

En oficio de fecha 13 de julio de 2021, y notificado a Dejusticia el día 14 de julio de 2021, la 

secretaría de la Corte Constitucional informó que se prorrogó por 15 días hábiles adicionales el 

término para presentar intervenciones. 

En la presente intervención argumentamos que las mujeres trans deben ser reconocidas 

legalmente como mujeres frente a todas las figuras jurídicas que generen tratos 

diferenciados en razón al sexo. Esta obligación respeta la garantía de su derecho a la igualdad, 

e implica un reconocimiento de su identidad de género. De otro lado, la pensión de vejez, al ser 

una figura que genera un trato diferenciado según el sexo, debe ser garantizada de acuerdo con 

la construcción identitaria de la persona y reflejada en su Registro Civil. 

En materia de derechos laborales, las personas trans se enfrentan a muy pocas probabilidades de 

acceso formal al empleo, y aún más importante, de contar con la posibilidad de cotizar al sistema 

de seguridad social en materia de pensión de vejez. Frente a este escenario, la Corte 

Constitucional debería tener en cuenta que la situación de discriminación estructural de las 

mujeres trans les impide, muchas veces, acceder a la pensión de vejez. En cambio, se 

enfrentan a numerosas barreras administrativas que les impiden un goce de estas 

prestaciones sociales en igualdad de condiciones. Es por ello que la entidad accionada está en la 

obligación de garantizar el derecho a la igualdad y no discriminación de la accionante como 

mujer trans, absteniéndose de limitar su acceso a la pensión.   

Además, ante situaciones de discriminación estructural contra personas trans, y en especial de 

mujeres trans, el Estado colombiano tiene obligaciones constitucionales para establecer medidas 
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que eliminen las barreras que existan en la garantía de sus derechos fundamentales. En materia 

pensional, las mujeres trans deberían poder acceder sin discriminación alguna a este derecho, en 

las mismas condiciones previstas para las mujeres cisgénero. Siempre que cuenten con el 

cambio en el componente sexo de su registro civil y que cumplen con los requisitos 

esbozados por la Ley 100 para recibir la pensión de vejez como mujeres, no existe 

justificación constitucional para negar el derecho.  

Para sustentar nuestros argumentos dividiremos esta intervención en seis secciones: (i) en la 

primera, haremos un recuento de los hechos del caso; (ii) en la segunda, nos referiremos a las 

barreras administrativas a las que se enfrentan las mujeres trans para acceder a la pensión de vejez 

y cómo se han abordado estas barreras en el derecho comparado; (iii) en tercer lugar, 

expondremos la manera en que la jurisprudencia constitucional, las obligaciones internacionales 

en materia de igualdad y no discriminación de personas trans, e incluso las experiencias de 

derecho comparado sobre pensión trans, nos llevan a concluir que las mujeres trans que hayan 

cambiado el componente sexo de su Registro Civil deberían poder acceder a la pensión de 

vejez, de acuerdo con la edad establecida en la Ley 100 de 1993 para todas las mujeres; (iv) 

en cuarto lugar, haremos un ejercicio de simulación con las cifras oficiales disponibles 

actualmente, para evaluar si existen o no posibilidades de desfinanciamiento o actuación 

fraudulenta en contra del sistema pensional; (v) en quinto lugar, haremos un análisis del caso 

concreto a partir de los argumentos expuestos a lo largo de la intervención; y, (vi) finalmente, en 

sexto lugar, presentaremos nuestras conclusiones y peticiones. 

1. HECHOS DEL CASO Y SOLICITUD DE INTERVENCIÓN POR PARTE DE LA 

CORTE CONSTITUCIONAL 

Los hechos relevantes al estudio de la presente acción de tutela se enmarcan alrededor del caso 

de Helena Herrán Vargas1. Ella es una mujer trans que nació el 20 de septiembre de 1958 y fue 

registrada con el nombre de José Fredy2. Sin embargo, ella hizo el cambio de su nombre a Helena 

alrededor del año 2007, y en el año 2015 cambió el componente sexo de su registro civil a 

 
1 Estos hechos se elaboraron a partir de la información enviada por la Corte Constitucional en el auto que nos convoca 

a rendir concepto y a partir de información de prensa.  
2 Semana (2021). “Colpensiones retira demanda contra mujer trans que había ganado tutela para pensionarse”. En 

línea: https://www.semana.com/economia/macroeconomia/articulo/colpensiones-retira-demanda-contra-mujer-trans-

que-habia-ganado-tutela-para-pensionarse/202139/  

https://www.semana.com/economia/macroeconomia/articulo/colpensiones-retira-demanda-contra-mujer-trans-que-habia-ganado-tutela-para-pensionarse/202139/
https://www.semana.com/economia/macroeconomia/articulo/colpensiones-retira-demanda-contra-mujer-trans-que-habia-ganado-tutela-para-pensionarse/202139/
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femenino3. Cabe resaltar que el trámite de cambio del componente sexo se inició el mismo año 

en que salió el decreto que reguló este trámite en el país (Decreto 1227 de 2015), por lo tanto no 

es dable exigirle haberlo hecho con anterioridad. Con el cambio en el registro, se dirigió 

nuevamente a Colpensiones para que modificaran sus datos y así acceder a la pensión, en 

aplicación de las reglas dirigidas a las mujeres. Sin embargo, la entidad rechazó su petición 

argumentando que el decreto no tenía alcances pensionales4. Ante la negativa de Colpensiones, 

asesorada por el Consultorio Jurídico del Politécnico Gran Colombiano y la abogada Pilar 

Lizarazo, la señora Herrán interpuso en el año 2020 una acción de tutela5.  

El juzgado 45 Civil del Circuito de Bogotá conoció la primera instancia. La segunda instancia la 

conoció la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá quien falló a favor de la señora Helena6. 

Colpensiones, luego de algunas acciones dilatorias, comunicó a la señora Herrán que reconocería 

plenamente su derecho pensional7. Posteriormente, la Sala Séptima de Selección de la Corte 

Constitucional seleccionó el presente caso para su conocimiento y consideró necesario decretar 

pruebas adicionales con el fin de complementar información para adoptar una decisión de fondo 

en relación con la presunta vulneración de los derechos fundamentales de Helena Herrán Vargas.  

2. EL ACCESO A LA PENSIÓN DE LAS MUJERES TRANS EN LA EDAD 

ESTABLECIDA EN LA LEY PARA TODAS LAS MUJERES IMPLICA 

SUPERAR UNA BARRERA ADMINISTRATIVA PARA LA GARANTÍA DE SUS 

DERECHOS LABORALES8 

Para acceder, potencialmente, con el acceso a una pensión de vejez de acuerdo con los argumentos 

esbozados en esta intervención, las mujeres trans deben contar con una serie de requisitos: tener la 

edad propuesta por la ley para acceder a la pensión, haber realizado el debido cambio en el 

 
3 El Tiempo (2021). “Colpensiones demandó a mujer trans que obtuvo su pensión”. En línea: 

https://www.eltiempo.com/justicia/servicios/helena-herran-mujer-trans-es-demandada-por-colpensiones-580331  
4 Ibid. 
5 Ibid. 
6 Teniendo en cuenta que no tuvimos acceso al expediente de tutela no es posible determinar los razonamientos que 

condujeron a las decisiones de instancia.  
7 Semana (2021). “Colpensiones retira demanda contra mujer trans que había ganado tutela para pensionarse”. En 

línea: https://www.semana.com/economia/macroeconomia/articulo/colpensiones-retira-demanda-contra-mujer-trans-

que-habia-ganado-tutela-para-pensionarse/202139/ 
8 En esta sección se responderá la siguiente pregunta de la Corte:: 

“Primer eje temático: 1. ¿Cuáles son, de existir, las barreras administrativas, legales y estructurales a las que se 

enfrentan la población transgénero y, en particular, la población de mujeres transgénero para acceder al 

reconocimiento de derechos pensionales?” 

https://www.eltiempo.com/justicia/servicios/helena-herran-mujer-trans-es-demandada-por-colpensiones-580331
https://www.semana.com/economia/macroeconomia/articulo/colpensiones-retira-demanda-contra-mujer-trans-que-habia-ganado-tutela-para-pensionarse/202139/
https://www.semana.com/economia/macroeconomia/articulo/colpensiones-retira-demanda-contra-mujer-trans-que-habia-ganado-tutela-para-pensionarse/202139/
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componente sexo de sus documentos de identidad y tener un empleo que haya garantizado que 

pudieran cotizar las semanas suficientes para acceder a la pensión. 

Si bien estas vías parecieran ser mecanismos suficientes para que las mujeres trans accedan a una 

pensión de vejez, en la práctica cumplir con estos requisitos implica para ellas múltiples barreras. 

La posibilidad para que una persona con experiencia de vida trans acceda a una pensión de vejez 

depende de la garantía de los derechos mínimos laborales y sociales, con los cuales la mayoría de 

personas trans no cuentan. En primer lugar, la mujer debe vivir en un contexto de menor violencia 

contra las personas trans para poder vivir en un período mayor a la expectativa de vida de esta 

población. En segundo lugar, debe haber contado con los medios suficientes, haber atravesado las 

barreras para poder hacer los cambios necesarios en los documentos de identidad e informarle al 

Sistema de Seguridad Social con antelación dichos cambios. Finalmente, en tercer lugar, las 

mujeres trans deben contar con acceso a sistemas laborales en que no sean excluidas y donde 

tengan sostenibilidad suficiente para lograr cotizar el monto determinado por la ley en materia de 

pensiones. A continuación se desarrollan cada uno de estos elementos.  

i) Cumplir con la edad mínima de jubilación 

En América Latina las cifras de crímenes por prejuicio dan cuenta de una situación de violencia 

aterradora contra las personas trans. Según el Observatorio de Asesinatos a Personas Trans, entre 

el enero de 2008 y septiembre de 2020, alrededor del 75% de los casos de asesinatos de personas 

trans en el mundo ocurrieron en Latinoamérica, con un total de 2728 casos9. Así mismo, según el 

informe de la Red Regional de Información Sobre Violencias LGBTI en América Latina y el 

Caribe - Sin Violencias, las cifras recolectadas de países de la región mostraron que, del total de 

homicidios de personas trans reportados desde enero de 2014 hasta junio de 2019, el 89% se 

presentaron en Colombia, México y Honduras10. Para 2020, de acuerdo con Colombia Diversa, de 

738 casos de amenazas, homicidios y violencia policial cometidos contra personas LGBTI en 

Colombia, las poblaciones más victimizadas por estos delitos han sido las mujeres trans, quienes 

 
9 Observatorio de Personas Trans (2021). “Mapa cifras absolutas (2008-sep 2020)”. En línea: 

https://transrespect.org/es/map/trans-murder-monitoring/# Cálculos propios. 
10 Red Regional de Información Sobre Violencias LGBTI en América Latina y el Caribe, Sin Violencias (2019) El - 

Homicidios de lesbianas, gay, bisexuales, trans en países de América Latina y el Caribe 2014 – 2019. En línea: 

https://colombiadiversa.org/colombiadiversa2016/wp-content/uploads/2019/08/Informe_Prejuicios_web.pdf  

https://transrespect.org/es/map/trans-murder-monitoring/
https://colombiadiversa.org/colombiadiversa2016/wp-content/uploads/2019/08/Informe_Prejuicios_web.pdf
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sufrieron 205 de ellos11. Todas estas cifras reafirman el ejercicio estimativo de la esperanza de 

vida de las mujeres trans de solo 35 años en las Américas por parte de la CIDH12.  

De acuerdo con la CIDH, el ejercicio de los crímenes por prejuicio tiene unos patrones sistemáticos 

de violencia en Latinoamérica. Así, se ha podido establecer que las mujeres trans han sido más 

propensas a ser asesinadas con armas de fuego y sus cuerpos tienden a ser encontrados en lugares 

públicos y, en ocasiones, en situaciones vinculadas con el trabajo sexual13. En el caso de los 

crímenes cometidos por personas desconocidas, sobrevivientes de ataques con armas de fuego o 

arma blanca reportan constantemente que los crímenes vienen en muchas ocasiones acompañados 

de expresiones como “culero”, “lacra,” “vamos a acabar con todos ustedes”, como los típicos 

eslóganes homofóbicos y transfóbicos manifestados14. 

El hecho de que las personas trans tengan una expectativa de vida de 35 años y se enfrenten a 

situaciones de violencia en razón a su identidad de género impide que, en muchas ocasiones, 

puedan llegar a la edad establecida por la ley para acceder a una pensión de vejez. Si las mujeres 

trans en su mayoría no logran llegar -en muchas ocasiones- a dos terceras partes del requisito de 

edad, la primera barrera estructural, que tiene implicaciones en temas administrativos, es una 

negativa de entrada al acceso de la pensión de muchas mujeres. 

ii) Contar con el respectivo cambio del componente sexo en el Registro Civil 

A partir del estudio de esta barrera la Corte tiene una oportunidad de realizar ajustes en su 

precedente para garantizar un acceso más efectivo a regímenes pensionales para personas trans. 

De acuerdo con el Grupo de Acción y Apoyo a personas Trans (GAAT), existe un número 

importante de personas que no realizan el cambio en el documento de identidad, con lo que no 

contarían con esta prerrogativa legal para acceder a una pensión de vejez. Entre las razones por las 

que las personas no realizan este trámite se encuentran: 

 
11 Colombia Diversa. (2021). “Nada que celebrar. Informe de DDHH de personas LGBTI”. 2021.  
12 CIDH. (2018). “Con el motivo del Día Internacional de la Visibilidad Transgénero, la CIDH y experto de la ONU 

urgen a los Estados a garantizar el ejercicio pleno de los derechos humanos de las personas transgénero”. Comunicado 

de prensa. En línea: http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2018/069.asp 
13 CIDH. (2015). “Violencia contra Personas LGBTI en América." Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

párr 119. http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/ViolenciaPersonasLGBTI.pdf 
14 CEJIL. 2013. Diagnóstico sobre los crímenes de odio en Costa Rica, Honduras y Nicaragua. En línea: 

https://www.cejil.org/sites/default/files/legacy_files/El%20Caso%20de%20Honduras.pdf 
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“• Los dispendiosos trámites que debemos realizar antes, durante y después de cambiar la 

información en la cédula. 

• Limitaciones económicas frente a los costos de los trámites. 

• Porque no hace parte de las construcciones identitarias que queremos incorporar en 

nuestros tránsitos. 

• Para las personas que vivimos y/o procedemos de las zonas rurales, se presenta la 

desinformación y las barreras en las notarías y registradurías.”15. 

Es importante también ahondar en las barreras institucionales que surgen en el proceso corrección 

de datos donde reposaban los registros civiles de personas trans. De acuerdo con GAAT existe, 

entre otros: 

“• Desconocimiento de la normatividad (Decreto 1227 del 2015) asociada al trámite 

solicitado. 

• Falta de voluntad política y prejuicios por parte de los funcionarios. 

• Cobros que excedan las tarifas contempladas por la Registraduría Nacional y la 

Superintendencia de Notariado y Registro. 

• Negativa a realizar procesos argumentando carencia de competencia. 

• Exigencia de trámites y desplazamientos que pueden realizarse en la misma ciudad y de 

forma expedita. 

• Se está cobrando la copia del nuevo registro civil y pago de biometría cuando este se ha 

determinado sin costo por la Dirección Nacional de Registro. 

• Desconocimiento de la entrega de escrituras públicas a notarías, lo cual impide el 

proceso.”16 

 
15GAAT. (2021). “5 DERECHOS EN CLAVE TRANS, Análisis sobre la situación de los derechos a la movilidad, la 

educación, el trabajo, la salud y la vivienda de las personas Trans en Colombia”. En línea: 

https://drive.google.com/file/d/1cguPsPAP1iNbnzWKXkPu5bxL2L0jCwwU/view  
16 GAAT. (2021). “TRANS IDENTIFIQUÉMONOS: Informe sobre barreras socioculturales e institucionales 

de personas Trans en Bogotá, Medellín y Barranquilla: el derecho a la identidad como base fundamental de acceso a 

los derechos de las personas Trans en Colombia”. En línea: https://drive.google.com/file/d/1U8sGixeC1-FcEgxaEF-

0pZ1WJX_et6k3/view  

https://drive.google.com/file/d/1cguPsPAP1iNbnzWKXkPu5bxL2L0jCwwU/view
https://drive.google.com/file/d/1U8sGixeC1-FcEgxaEF-0pZ1WJX_et6k3/view
https://drive.google.com/file/d/1U8sGixeC1-FcEgxaEF-0pZ1WJX_et6k3/view
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De acuerdo con lo anterior, si bien el cambio del componente sexo es una herramienta que 

garantiza un criterio objetivo que facilita la garantía de derechos como la mesada pensional, la 

Corte debe tener también en cuenta que las experiencias de vida trans están atravesadas por 

discriminaciones históricas que generan barreras incluso para obtener dicho cambio. Cabe 

aclarar que, como se verá a continuación, esta herramienta posibilita legalmente la garantía de que 

los fondos de pensiones cuenten con la información a tiempo de la identidad de género de las 

personas a la hora de obtener su pensión de vejez, y sirve como requisito enmarcado bajo una 

garantía de buena fe de la población colombiana que hará uso responsable de esta figura. 

iii) Acceder a un empleo formal, cotizando al Sistema de Seguridad en Pensiones 

Las mujeres trans no cuentan con libre acceso al mercado laboral. Para el año 2019, el 40% de la 

población trans estimada por el Centro Nacional de Consultoría se encontraba desempleada17. Ello 

se puede deber a que posibles empleadores se rehúsan a contratar mujeres trans porque se visten 

“como mujeres” y otros las despiden si se enteran que violan las normas sociales vistiéndose como 

mujeres fuera del horario laboral18. De acuerdo con la CIDH, las mujeres trans advirtieron que con 

dificultad habían logrado mantener su empleo como hombres gais, pero que una vez que 

comenzaron a identificarse como mujeres trans perdieron su empleo19. Por lo anterior, el trabajo 

sexual se presenta como la única oportunidad para las personas trans. Este les ofrece mayores 

ingresos, independencia y posibilidades en comparación con otros empleos y muchas veces es el 

único recurso que les queda cuando no les resulta posible acceder a ningún otro trabajo 

remunerado. Por otro lado, el trabajo en peluquerías y salones de belleza se convierte en una de 

las escasas maneras de obtener medios de subsistencia20. Estos son entonces trabajos 

“transexualizados”, en el sentido de ser feminizados, pero con la particularidad de ser trabajos en 

los que la presencia de mujeres trans no resulta incómoda como en otras actividades21. 

 
17 Centro Nacional de Consultoría (2019). “La población transgénero y su dura lucha por conseguir empleo en 

Colombia”. En línea: https://www.centronacionaldeconsultoria.com/post/la-poblacion-transgenero-y-su-dura-lucha-

por-conseguir-empleo-en-colombia  
18 Human Rights Watch. (2009) “No Vales un Centavo” Abusos de Derechos Humanos en contra de las Personas 

Transgénero en Honduras. En línea: 

https://www.refworld.org.es/cgibin/texis/vtx/rwmain/opendocpdf.pdf?reldoc=y&docid=4a1f91b92  
19 Ibid. 
20 OUTRIGHT et al. (2016). “CARTOGRAFÍA de derechos trans EN COLOMBIA”. En línea: 

https://outrightinternational.org/sites/default/files/TransRpt_Colombia_SP.pdf  
21 Ibid. 

https://www.centronacionaldeconsultoria.com/post/la-poblacion-transgenero-y-su-dura-lucha-por-conseguir-empleo-en-colombia
https://www.centronacionaldeconsultoria.com/post/la-poblacion-transgenero-y-su-dura-lucha-por-conseguir-empleo-en-colombia
https://www.refworld.org.es/cgibin/texis/vtx/rwmain/opendocpdf.pdf?reldoc=y&docid=4a1f91b92
https://outrightinternational.org/sites/default/files/TransRpt_Colombia_SP.pdf
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Por otro lado, la falta de acceso a la educación, la estereotipación del trabajo en labores 

precarizadas, la discriminación laboral perpetrada por empresarios y empleadores y los bajos 

salarios son problemas comunes22 en el acceso al trabajo formal. En Bogotá, a 2010, más del 79 

% de la población trans había sufrido discriminación que ha afectado su derecho a trabajar y 

únicamente el 5,3 % de personas trans en Bogotá había firmado contratos laborales o aportado al 

sistema de seguridad social (salud, seguridad social y pensiones)23. Esta situación no ha mejorado 

a la fecha, ya que de acuerdo con la Cámara de Comerciantes LGBTI y el Centro Nacional de 

Consultoría, solo 4 de cada 100 personas trans en el país tienen un contrato laboral24. 

De acuerdo con lo anterior, es evidente que las barreras de acceso al trabajo de las personas 

trans son el reflejo de situaciones de exclusión estructural que no empiezan en el ámbito 

laboral. Las barreras de acceso al sistema de educación generan más obstáculos para que las 

personas trans puedan ingresar al mercado laboral formal25. Por otro lado, cuando su identidad de 

género no corresponde con el nombre o el sexo registrado en su documento de identidad, las 

personas trans se ven obligadas a revelar su identidad trans, con muchas menos posibilidades de 

acceder al empleo26.  

Todas estas barreras limitan el acceso al empleo formal de personas trans, lo que termina 

impactando negativamente en la posibilidad de que estas personas puedan cotizar de forma efectiva 

al Sistema de Seguridad Social en Pensiones. La Dirección de Diversidad Sexual del Distrito ha 

estimado que el 33% de mujeres trans dice que no tiene afiliación al sistema de salud y el 24% 

afirma haber sido víctima de amenazas y discriminación por el hecho de ser trans27. Así, contando 

generalmente con posibilidades de trabajo informal de retribución reducida, las personas trans, y 

 
22 Intervención ciudadana de Colombia Diversa et al en el marco del procedimiento de la Sentencia T-476 de 2014. 

M.P. Alberto Rojas Ríos. 9 de julio de 2014. 
23 Sentiido. Los retos de la población transgénero. 18 de noviembre de 2010. En: http://sentiido.com/los-retos-de-la-

poblacion-transgenero/  
24 Forbes (2021). “Solo 4 de cada 100 personas trans en el país tienen un contrato laboral: Cámara de Comerciantes 

LGBT”. En línea: https://forbes.co/2021/06/24/capital-humano/solo-4-de-cada-100-personas-trans-en-el-pais-tienen-

un-contrato-laboral-camara-de-comerciantes-lgbt/  
25 Ibid. 
26 Ibid. 
27 GAAT. (2021). “TRANS IDENTIFIQUÉMONOS: Informe sobre barreras socioculturales e institucionales 

de personas Trans en Bogotá, Medellín y Barranquilla: el derecho a la identidad como 

base fundamental de acceso a los derechos de las personas Trans en Colombia”. En línea: 

https://drive.google.com/file/d/1U8sGixeC1-FcEgxaEF-0pZ1WJX_et6k3/view  

http://sentiido.com/los-retos-de-la-poblacion-transgenero/
http://sentiido.com/los-retos-de-la-poblacion-transgenero/
https://forbes.co/2021/06/24/capital-humano/solo-4-de-cada-100-personas-trans-en-el-pais-tienen-un-contrato-laboral-camara-de-comerciantes-lgbt/
https://forbes.co/2021/06/24/capital-humano/solo-4-de-cada-100-personas-trans-en-el-pais-tienen-un-contrato-laboral-camara-de-comerciantes-lgbt/
https://drive.google.com/file/d/1U8sGixeC1-FcEgxaEF-0pZ1WJX_et6k3/view
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en especial las mujeres trans, cuentan con menos posibilidades de cotizar y eventualmente acceder 

al pago de una pensión de vejez. 

3. LA PENSIÓN DE MUJERES TRANS EN LA EDAD ESTABLECIDA EN LA LEY 

100 DE 1993 GARANTIZA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD Y NO 

DISCRIMINACIÓN28  

En esta sección mostramos que la pensión de vejez, al ser una figura que se concede en diferentes 

edades según el sexo, debe aplicar el requisito de acuerdo con la construcción identitaria de 

la persona y reflejada en su Registro Civil para garantizar su derecho a la igualdad. Por ende, 

si una mujer trans cuenta con dicho cambio con anterioridad a la solicitud de la pensión, para todos 

los efectos legales, el Estado reconoce que es una mujer, y debe acceder a la pensión de vejez 

dando aplicación al cumplimiento de los requisitos que la Ley 100 establece para que las mujeres 

puedan pensionarse. 

Antes de desarrollar los argumentos que sustentan la anterior tesis, debemos recordar que, según 

el Sistema General de Pensiones en Colombia estipulado en la Ley 100 de 1993, para que las 

personas tengan acceso a pensión de vejez deben estar afiliadas a uno de los dos regímenes 

pensionales excluyentes: a) Régimen Solidario de Prima Media con Prestación definida: en su 

artículo 33 esboza que pueden pensionarse si cumplen con 1. haber cumplido una edad de 57 años 

si es mujer, y 62 si es hombre; 2. Haber cotizado un mínimo de 1.300 semanas; b) Régimen de 

Ahorro individual con Solidaridad: establece un requisito general en su artículo 64 que exige el 

haber acumulado en su cuenta de ahorro individual una pensión mensual superior al 110% del 

salario mínimo mensual legal vigente. También establece en su artículo 65 de la norma que, 

quienes a los 62 años de edad para hombres y a los 57 años para mujeres, no hayan alcanzado a 

 
28 En esta sección se responderán las siguientes preguntas de la Corte:: 

“Primer eje temático: 1. ¿Cuáles son las medidas que ha implementado el Estado para garantizar el acceso, 

reconocimiento y protección de la población transgénero y, en particular, la población de mujeres transgénero, a 

derechos pensionales?” 

“Tercer eje temático: 1.¿Cuáles son las políticas públicas que han sido implementadas en otras jurisdicciones para 

garantizar el acceso y reconocimiento de la transgénero, a derechos pensionales? 

2. ¿Cuáles son los estándares de derecho internacional aplicables a la protección, garantía y reconocimiento de 

derechos pensionales de la población de personas transgénero y, en particular, de mujeres transgénero? 

3. ¿Cuáles son las obligaciones internacionales del Estado colombiano frente a la garantía y protección de los 

derechos pensionales de la población de personas transgénero y, en particular, de mujeres transgénero?” 
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generar la pensión mínima y hubiesen cotizado por lo menos 1.150 semanas, tengan acceso a que 

el Gobierno Nacional complete la parte que haga falta para obtener dicha pensión. 

Por su parte, el cambio del componente sexo en el Registro Civil ha sido permitido por el Decreto 

1227 de 201529, con lo que se posibilita que las personas trans puedan acudir a un mecanismo 

administrativo para ajustar sus documentos de identidad de acuerdo con su identidad de género. 

Es importante destacar que Colpensiones, en años anteriores ya había afirmado que a cualquier 

persona se le puede reconocer su pensión de vejez “si acreditan los requisitos legales”30. Sin 

embargo, en el presente caso aplicó una política institucional distinta.  

Ahora bien, a continuación desarrollaremos el precedente actual de la Corte Constitucional en 

materia de garantía de los derechos derivados del cambio del componente sexo para las mujeres 

trans; luego, expondremos las obligaciones internacionales de Colombia frente a la garantía de los 

derechos de las personas trans; y finalmente, haremos un estudio de derecho comparado para 

precisar la forma en que se ha resuelto la misma situación en otras latitudes.  

3.1.  El principio de igualdad y no discriminación ha sido desarrollado por la 

jurisprudencia constitucional, incluso en asuntos de garantía de derechos de personas trans 

en trámites administrativos  

La Corte Constitucional ha establecido una sólida jurisprudencia en materia de igualdad y no 

discriminación, incluso en lo concerniente a la garantía de derechos de personas con identidad de 

género diversa. De acuerdo con la Corte, la igualdad es catalogada como principio, valor y 

derecho31. Por un lado, la Corte precisó el principio de igualdad como un asunto de justicia en que 

los casos semejantes deben ser tratados de la misma forma, y los diferentes deben ser objeto de un 

trato distinto32. Por otro lado, este principio busca también superar las desigualdades que padecen 

las personas que se hallan en situación de debilidad manifiesta, así como los grupos históricamente 

discriminados o marginados33. 

 
29 Decreto 1227 de 2015. Por el cual se adiciona una sección al Decreto 1069 de 2015, Único Reglamentario del 

Sector Justicia y del Derecho, relacionada con el trámite para corregir el componente sexo en el Registro del Estado 

Civil.   
30 El Tiempo. Si un hombre cambia su sexo en notaría, ¿se jubila a los 57 años? 5 de julio de 2015. En: 

http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-16045815 
31 Corte Constitucional, Sentencia T-192 de 2020, M.P. Alberto Rojas Ríos. 
32 Corte Constitucional, Sentencia T-230 de 1994, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
33 Corte Constitucional, Sentencia T-192 de 2020, M.P. Alberto Rojas Ríos. 

http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-16045815
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A su vez, ha estudiado en varias oportunidades temas relacionados con la garantía del derecho a 

la igualdad de personas LGBT. Por ejemplo, ha recordado que  

“[...]el control del respeto de la igualdad por el juez constitucional tiene que ser mucho 

más estricto. De un lado, porque el inciso primero del artículo 13 superior considera 

sospechosos ciertos criterios de clasificación que han estado tradicionalmente asociados 

a prácticas discriminatorias. De otro lado, porque conforme a la Constitución, todas las 

personas tienen derecho a una igual protección de sus derechos y libertades fundamentales 

(CP art. 13). Y, finalmente porque la Carta ordena la protección de las minorías y las 

poblaciones en debilidad manifiesta (CP art. 7 y 13)" 34. 

La Corte ha reconocido varios derechos o garantías derivadas del principio de igualdad y respeto 

del autoreconocimiento de la población trans. Por ejemplo, ha recordado que el Estado debe 

promover las condiciones para que la igualdad sea efectiva y real en favor de grupos marginados35, 

ordenando así la creación de la Política Pública Nacional LGBT36. Hace lo mismo la Corte al 

garantizar el derecho de igualdad y no discriminación de mujeres trans privadas de la libertad al 

ordenar al INPEC el ajustar los reglamentos para que garanticen el ingreso a los centros 

penitenciarios según su identidad de género37. 

Por otro lado, la Corte se ha pronunciado sobre la forma en que los documentos oficiales dificultan 

el reconocimiento legal de las personas trans según su identidad de género. A su vez, ha ordenado 

inaplicar el requisito de presentar la libreta militar en la contratación de una mujer trans en una 

entidad pública38. También ha concluido que las mujeres trans en su condición de mujeres no están 

obligadas a prestar servicio militar y por ende no deben portar la libreta militar39. Adicionalmente, 

ha ordenado la corrección del componente sexo en el registro civil de mujeres trans40. 

Este recuento jurisprudencial muestra el desarrollo que ha realizado la Corte sobre derechos de las 

personas trans y que se ha intensificado en la última década. La jurisprudencia constitucional en 

materia de igualdad y no discriminación de las personas LGBTI ha tomado en cuenta aspectos 

 
34 Corte Constitucional, Sentencia T-268 de 2000, M.P. Alejandro Martínez Caballero.  
35 Corte Constitucional. Sentencia T-314 de 2011. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
36 Ibid. 
37 Corte Constitucional. Sentencia T-062 de 2011. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.  
38 Corte Constitucional, Sentencia T-476 de 2014, M.P. Alberto Rojas Ríos. 
39 Corte Constitucional, Sentencia T-099 de 2015, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
40 Corte Constitucional, Sentencia T-063 de 2015, M.P. María Victoria Calle Correa. 
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valiosos para reconocer las obligaciones que existen, tanto para el Estado como para los 

particulares, en garantizar los derechos de estas poblaciones en igualdad de condiciones. Aún más 

relevante, la Corte ha reconocido que las múltiples situaciones de violencia y discriminación 

que sufren las personas trans generan obstáculos que dificultan alcanzar situaciones de 

igualdad. La jurisprudencia constitucional ha establecido el deber de eliminar estos obstáculos y 

que reconozca a las personas trans a través de su construcción identitaria.     

La siguiente afirmación de Colpensiones guarda relación con el precedente de la Corte 

Constitucional que, ha expuesto que, frente al caso de personas trans, 

“cuando existan disposiciones legales que se apliquen de manera diferenciada en razón al 

sexo, se debería aplicar el requisito de acuerdo con la construcción identitaria del 

individuo, la cual, para efectos legales se reflejará en el componente sexo del Registro 

Civil de Nacimiento. Esto por cuanto […] no deben ser sometidas a restricciones para el 

ejercicio de derechos derivados de su identidad”41.        

Esta disposición normativa es un reflejo del precedente constitucional en materia de protección a 

las personas trans que establece que las personas trans deben ejercer los derechos derivados de su 

identidad sin ningún tipo de restricción por parte de las autoridades, y exigir requisitos propios del 

género con el cual la persona no se identifica es un desconocimiento del derecho a 

autodeterminarse42. Adicionalmente, que cada persona tiene derecho a definir su identidad sexual 

y de género autónomamente, en virtud del derecho al libre desarrollo de la personalidad y a la 

dignidad humana43. 

Por lo tanto, en casos como el de acceso a la pensión de vejez en que se realiza una aplicación 

de la norma diferenciada en razón al sexo en cuanto a la edad, la Corte ya ha sido clara, a 

partir del precedente en otros casos, en definir que debe aplicarse el requisito de acuerdo con 

la construcción identitaria de la persona y reflejada en su Registro Civil. Por ende, si una 

mujer trans cuenta con dicho cambio, para todos los efectos legales debería acceder a la pensión 

de vejez dando aplicación al cumplimiento de los requisitos que la Ley 100 establece para que las 

mujeres puedan pensionarse. 

 
41 Corte Constitucional, Sentencia T-476 de 2014, M.P. Alberto Rojas Ríos. 
42 Ibid. 
43 Corte Constitucional, Sentencia T-063 de 2015, M.P. María Victoria Calle Correa. 
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3.2. El principio de igualdad y no discriminación en el caso de personas LGBT ha sido 

reconocido como norma de ius cogens que implica obligaciones para el Estado colombiano 

El ordenamiento jurídico del orden público internacional protege el principio de igualdad ante la 

ley y no discriminación, perteneciente al ius cogens. El Alto Comisionado de las Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos ha reconocido la obligación de los Estados de no discriminar a las 

personas en razón de su identidad de género44. Distintos organismos de Naciones Unidas han 

arribado a conclusiones similares, reconociendo el derecho a las personas a vivir sin 

discriminación por razones relacionadas con su orientación sexual y/o identidad de género45. 

Conforme a las normas internacionales de derechos humanos, la orientación sexual y la identidad 

de género figuran entre los motivos de discriminación que se prohíben, y esto significa que es 

ilegítimo hacer cualquier distinción en materia de derechos de las personas por el hecho de que 

sean lesbianas, gay, bisexual o trans46. 

La jurisprudencia interamericana ha establecido que las obligaciones que los Estados tienen sobre 

el derecho a la vida y a la integridad personal en relación con la prohibición de discriminación 

dependen de las circunstancias particulares de los casos47. Así, los Estados adquieren obligaciones 

adicionales y reforzadas respecto de poblaciones o grupos de personas históricamente 

discriminadas que están en una situación de riesgo, real e inmediato, del que es posible prevenir o 

evitar su materialización48. En ese sentido, el Corte IDH ha establecido que los Estados deben 

realizar acciones dirigidas a adoptar medidas positivas para revertir o cambiar las situaciones 

 
44 Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Leyes y prácticas discriminatorias y actos 

de violencia cometidos contra personas por su orientación sexual e identidad de género, A/HRC/19/41, 17 de 

noviembre de 2011, párr. 22.  

Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Discriminación y violencia contra las personas 

por motivos de orientación sexual e identidad de género, A/HRC/29/23, 4 de mayo de 2015, párr. 23. 
45 Naciones Unidas, Declaración sobre derechos humanos, orientación sexual e identidad de género, Asamblea General 

de Naciones Unidas, A/63/635, 22 de diciembre de 2008; Report of the High Commissioner for Human Rights on 

discrimination and violence against individuals based on their sexual orientation and gender identity, A/HRC/29/23, 

2015; 4OHCHR, Born Free and Equal: Sexual Orientation and Gender Identity in International Human Rights Law 

(New York: United Nations, 2012); Consejo Económico y Social (CESCR), Observación General Nº 20: la no 

discriminación y los derechos económicos, sociales y culturales (artículo 2, párrafo 2 del Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales), 2 de julio de 2009, E/C.12/GC/20. párr. 32. 
46Alto Comisionado de las Naciones Unidas, “Normas Internacionales de Derechos Humanos y orientación sexual e 

identidad de género”, Fact Sheet Campaña Libres e Iguales. 
47 Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia, párr. 123; Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs 

Paraguay, , párr. 155, y Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia, , párr. 78. 
48 Ibid. 
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discriminatorias existentes en sus sociedades, en perjuicio de un determinado grupo de personas49. 

De la misma forma, ha sido clara en señalar que la discriminación amerita una consideración 

particular, “habida cuenta que el respectivo hecho ilícito que su ejercicio significa, tiene lugar en 

razón de lo que la presunta víctima específicamente representa o parece ser y que es lo que la 

distingue de las demás personas”50.  

Todo lo anterior tiene gran relevancia en el caso de las mujeres trans, ya que hacen parte de una 

de las poblaciones que han sido reconocidas por encontrarse en una situación de discriminación 

histórica y estructural51. En los casos Atala Riffo y niñas Vs. Chile52, Flor Freire Vs. Ecuador53, 

Duque Vs. Colombia54, Azul Rojas Marín Vs Perú55, y Vicky Hernández Vs. Honduras56, se ha 

establecido que la orientación sexual y la identidad de género son categorías protegidas bajo la 

expresión “otra condición social” del artículo 1.157. En este contexto, las personas LGBT, debido 

a su identidad de género u orientación sexual, se encuentran particularmente expuestos al riesgo 

de sufrir violencia por discriminación58. 

 
49 Corte IDH. (2003) Opinión Consultiva OC-18/03, párr. 104. En línea: 

https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2003/2351.pdf ; Caso Atala Riffo y niñas Vs Chile, párr 80; Caso 

Comunidad Indígena Xákmok Kásek Vs. Paraguay, párr 211; Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia, párr. 

120; Caso del Penal Castro Castro Vs. Perú, párr. 237, y Caso Vargas Areco Vs. Paraguay, párr. 75. 
50 Corte IDH. Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 12 de marzo de 2020. Serie C No. 402. párr 89. 
51 Naciones Unidas. (2004) Informe del Relator Especial sobre el derecho de toda persona al disfrute del más alto 

nivel posible de salud física y mental, E/CN.4/2004/49. En línea: https://undocs.org/es/E/CN.4/2004/49  
52 Corte IDH. Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile. Solicitud de Interpretación de la Sentencia de Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2012. Serie C No. 254. 
53 Corte IDH. Caso Flor Freire Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 

de agosto de 2016. Serie C No. 315. 
54 Corte IDH. Caso Duque Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 

de febrero de 2016. Serie C No. 310. 
55 Corte IDH. Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 12 de marzo de 2020. Serie C No. 402. 
56 Corte IDH. Caso Vicky Hernández y otras Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de marzo 

de 2021. Serie C No. 422. 
57 Corte IDH. Caso Flor Freire Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 

de agosto de 2016. Serie C No. 315. párr 118 a 124, Corte IDH. Caso Duque Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de febrero de 2016. Serie C No. 310. párr 104-105, Corte IDH. Caso 

Atala Riffo y niñas Vs. Chile. Solicitud de Interpretación de la Sentencia de Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 21 de noviembre de 2012. Serie C No. 254. párr 83, Corte IDH. Caso Vicky Hernández y otras Vs. Honduras. 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de marzo de 2021. Serie C No. 422. párr 64. 
58 Naciones Unidas, Informe del Experto Independiente sobre la protección contra la violencia y la discriminación por 

motivos de orientación sexual o identidad de género, 19 de abril de 2017, A/HRC/35/36, párr. 14. En línea: 

https://www.ohchr.org/SP/Issues/SexualOrientationGender/Pages/Index.aspx  

https://undocs.org/es/E/CN.4/2004/49
https://www.ohchr.org/SP/Issues/SexualOrientationGender/Pages/Index.aspx
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De acuerdo con la Corte IDH, la obligación de proteger la vida sin discriminación por parte de los 

Estados implica que deben tener en cuenta las necesidades particulares de protección del sujeto y 

la situación específica en la que se encuentre59. Así, deben organizar todo el aparato gubernamental 

y las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal 

que sean capaces de asegurar el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos60. En particular, 

respecto de las personas LGBT, la CIDH ha determinado que “la discriminación histórica contra 

las personas [LGBTI] obliga a los Estados a ser particularmente vigilantes con el fin de adoptar 

medidas que aseguren la interrupción de los ciclos de violencia, exclusión y estigma sufridos por 

aquellas, a la luz del principio de no discriminación”61. En ese sentido, los Estados tienen la 

obligación de diseñar e implementar proyectos que busquen cambios con la finalidad de garantizar 

el respeto y la aceptación de personas con orientación sexual o identidad de género diversas –

reales o percibidas–62.  

El Experto Independiente sobre orientación sexual e identidad de género de las Naciones Unidas, 

ha señalado que la causa fundamental de los actos de violencia y discriminación por orientación 

sexual o identidad de género son una intención de castigar sobre la base de “nociones 

preconcebidas de lo que debería ser la orientación sexual o la identidad de género de la 

víctima”63. Por otro lado, el Estado debe garantizarles que puedan ejercer sus derechos y contraer 

obligaciones en función de esa misma identidad, sin verse obligadas a detentar otra identidad que 

 
59 Corte IDH. Caso Baldeón García Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de abril de 2006. Serie C 

No. 147. párr. 81; Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C No. 146. párr. 154; y Corte IDH. Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. 

Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140. párr. 111. 
60 Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4. párr. 

166; Corte IDH. Caso Kawas Fernández Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de abril de 

2009. Serie C No. 196. párr. 137; y, Corte IDH. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C No. 202. párr. 62. Corte IDH. Caso Vicky 

Hernández y otras Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de marzo de 2021. Serie C No. 422. 
61 CIDH. (2015). Violencia contra Personas LGBTI en América." Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/ViolenciaPersonasLGBTI.pdf . Corte IDH. Caso Vicky Hernández y otras 

Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de marzo de 2021. Serie C No. 422. 
62 CIDH. (2015). Violencia contra Personas LGBTI en América." Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/ViolenciaPersonasLGBTI.pdf  
63 NACIONES UNIDAS, Madrigal-Borloz, Victor, Informe presentado por el Experto Independiente sobre la 

protección contra la violencia y la discriminación por motivos de orientación sexual o identidad de género, UN Doc. 

A/HRC/38/43, 11 de mayo de 2018, párr. 48. 

http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/ViolenciaPersonasLGBTI.pdf
http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/ViolenciaPersonasLGBTI.pdf
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no representa su individualidad, afectando así el ejercicio y goce efectivo de los derechos 

reconocidos por el derecho interno y el derecho internacional64. 

Al estándar de la Convención Americana, se le suma el existente en la Convención Belém do Pará 

para la protección de los derechos de las mujeres. En este tratado se ha reconocido que la violencia 

contra las mujeres constituye una violación sancionable de derechos humanos y se ha establecido 

obligaciones a los Estados con el fin de prevenir la v37iolencia basada en género65. Esto resulta 

relevante para este caso teniendo en cuenta que la violencia por prejuicio es una violencia basada 

en el género. Lo anterior, pues se nutre de estereotipos de género sobre las mujeres y personas 

LGBT66; está “impulsada por el deseo de castigar a quienes se considera que desafían las normas 

de género”67; y, se aprovecha y agrava las relaciones desiguales de poder existentes sobre las 

mujeres y la población LGBT68. 

De acuerdo con todo lo anteriormente expuesto, es claro que el Estado colombiano al estar sujeto 

a las disposiciones de la Convención Americana y a las prerrogativas del Sistema Interamericano, 

se encuentra actualmente obligado a reconocer la situación de especial vulnerabilidad de las 

personas trans. Ante esto, el Estado tiene el deber de garantizar acciones que superen la situación 

de discriminación y exclusión socioeconómica a las que se ven sometidas estas personas. Esto 

incluye, entre otras cosas, una política sin barreras de acceso a cambios en el componente sexo del 

documento de identidad, así como políticas que garanticen beneficios pensionales en concreto para 

estas personas que se han enfrentado históricamente a fuertes barreras de acceso laboral debido a 

su identidad de género. 

 
64 Ibid. 
65 MESECVI. (2014) Guía para la aplicación de la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la 

violencia contra la mujer. En línea: http://www.oas.org/es/mesecvi/docs/bdp-guiaaplicacion-web-es.pdf 
66 CIDH. (2015) Violencia contra Personas Lesbianas, Gay, Bisexuales, Trans e Intersex en América. En línea: 

http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/violenciapersonaslgbti.pdf  
67 Naciones Unidas. (2015) Informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 

Humanos. Discriminación y violencia contra las personas por motivos de orientación sexual e identidad de género, 

A/HRC/29/23. En línea: https://www.ohchr.org/documents/issues/discrimination/a.hrc.19.41_spanish.pdf; Naciones 

Unidas (2011) Informe del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Leyes y prácticas 

discriminatorias y actos de violencia cometidos contra personas por su orientación sexual e identidad de género, 

A/HRC/19/41. En línea: https://ap.ohchr.org/documents/dpage_e.aspx?si=A/HRC/19/41  
68 Red Regional de Información Sobre Violencias LGBTI en América Latina y el Caribe (2019). El prejuicio no conoce 

fronteras. En línea: https://colombiadiversa.org/publicaciones/el-prejuicio-no-conoce-fronteras/ ; Naciones Unidas. 

(2015) Informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. 

Discriminación y violencia contra las personas por motivos de orientación sexual e identidad de género, A/HRC/29/23. 

En línea: https://www.ohchr.org/documents/issues/discrimination/a.hrc.19.41_spanish.pdf  

http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/violenciapersonaslgbti.pdf
https://ap.ohchr.org/documents/dpage_e.aspx?si=A/HRC/19/41
https://www.ohchr.org/documents/issues/discrimination/a.hrc.19.41_spanish.pdf
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3.3 El derecho comparado demuestra que se debe respetar la construcción identitaria de las 

mujeres trans para acceder a la pensión69 

A través de una revisión de los regímenes pensionales en diferentes jurisdicciones del mundo, se 

analizaron casos en que se ha discutido específicamente el asunto del acceso a mesadas pensionales 

de personas trans, buscando la eliminación de este tipo de barreras administrativas. De esta forma, 

en esta sección presentaremos casos en que jurisdicciones en el mundo han tenido en cuenta las 

barreras administrativas de personas trans en aras de garantizar sus derechos pensionales, y 

haremos finalmente especial énfasis en jurisprudencia europea sobre casos análogos en que se 

determina que debe reconocerse la pensión de mujeres trans en la edad legalmente requerida para 

todas las mujeres en igualdad de condiciones. 

3.3.1 Jurisdicciones internacionales que han reconocido la necesidad de garantizar derechos 

pensionales a mujeres trans en igualdad de condiciones 

En primer lugar, se encuentra el Reino Unido, cuya edad de pensión actualmente es de 66 años y 

que en los casos Grant contra el Reino Unido del Tribunal Europeo de Derechos Humanos70 como 

el TJUE en el caso Richards contra el Secretario de Estado de Trabajo y Pensiones71 han 

confirmado que las mujeres transgénero tienen derecho a una pensión de jubilación a la edad 

aplicable a otras mujeres, independientemente de si su género femenino ha sido legalmente 

reconocido o no. La petición de decisión prejudicial versa sobre la interpretación de los artículos 

4 y 7 de la Directiva 79/7/CEE del Consejo, de 19 de diciembre de 1978, relativa a la aplicación 

progresiva del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en materia de seguridad 

social (DO L 6, p. 24; EE 05/02 p. 174) 

En Argentina, la edad de pensión de hombres es de 65 años, y la de mujeres 60 años. En 2013 en 

el país se presentó un proyecto de ley en el Senado, para reconocer el derecho a una reparación 

económica para las personas trans, a partir de los 40 años de edad, mediante una pensión. El texto 

 
69 En esta sección se responderá la siguiente pregunta de la Corte:: 

“Tercer eje temático: 1.¿Cuáles son las políticas públicas que han sido implementadas en otras jurisdicciones para 

garantizar el acceso y reconocimiento de la transgénero, a derechos pensionales? 
70 TEDH, Sentencia Grant c. Reino Unido, n°32570/03, 23 de Mayo del 2006. Véase : 

https://hudoc.echr.coe.int/spa#{%22languageisocode%22:[%22FRE%22],%22appno%22:[%2232570/03%22],%22documentcollectionid2%22:[%22CHAMBER%22],%22itemid

%22:[%22001-75455%22]} 
71 TJUE, Richards c. Secretary of State for Work and Pensions, C-423/04, 27 de Abril del 2006. Véase : 
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:62004CJ0423&from=EN 
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plantea que el monto de la pensión será equivalente al de la jubilación mínima del Sistema 

Integrado Previsional Argentino (SIPA). Por otro lado, en el año 2021 la sala B de la Cámara 

Federal de Córdoba le ordenó al Estado Nacional (a través de la Agencia Nacional de 

Discapacidad) que liquide y efectivice la pensión no contributiva a una mujer trans trabajadora 

sexual con VIH. 

En Uruguay existe desde octubre de 2020 la pensión reparadora para personas transgénero. 

Además de establecer mecanismos de prevención, atención, protección y promoción garantiza 

reparación económica para personas nacidas con anterioridad al 31 de diciembre 1975 que 

acrediten en forma fehaciente que por su identidad de género fueron privadas de libertad y 

sufrieron daño moral o físico. También comprende 'el impedimento del ejercicio pleno de los 

derechos de la libre circulación, acceso al trabajo y estudio debido a prácticas discriminatorias 

cometidas por parte de agentes del Estado' entre sus artículos. Una Comisión Especial Reparadora 

conformada en junio de 2019 con representantes de organismos públicos y de la sociedad civil se 

ocupa de recibir y analizar solicitudes de pensiones por alrededor de 11.500 pesos uruguayos 

mensuales. 

3.3.2 La jurisprudencia europea en materia de derechos humanos establece el acceso de 

mujeres trans a mesadas pensionales en la edad legalmente reconocida para todas las 

mujeres 

La jurisprudencia en derechos humanos de la Unión Europea también se ha referido al tema 

pensional de personas trans. En primer lugar, el caso de Christine Goodwin v. Reino Unido del 

Tribunal Europeo de Derechos Humanos del 11 julio de 200272 se refiere al caso de una mujer 

trans que tuvo varios problemas en el trabajo y denunció ser víctima de acoso. Como el Registro 

Civil del Reino Unido no permite cambiar la partida de nacimiento en lo que respecta al género, 

Goodwin tuvo que conservar el certificado que la identificaba como hombre. Para evitar las 

preguntas de su empleador, firmó un acuerdo específico por el que pagaba directamente sus 

cotizaciones. Sin embargo, este sistema también era engorroso, ya que los expedientes 

 
72 TEDH, Sentencia Christine Goodwin c. Reino Unido, 11 julio de 2002. Véase : 
 http://hudoc.echr.coe.int/fre?i=001-65153 
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administrativos de los transexuales estaban clasificados como "sensibles", por lo que Goodwin 

tenía que solicitar citas especiales para hablar de sus contribuciones73. 

El Tribunal constató que la demandante continuaba siendo un hombre en el plano jurídico. El 

Tribunal constató que existía una tendencia internacional continua, hacia el reconocimiento 

jurídico de la identidad de las personas trans y que no había un riesgo real de perjuicio para terceros 

por la modificación del sistema de registro de nacimiento como consecuencia de un 

reconocimiento del cambio de sexo. Con ello, destacó que el Gobierno de Reino Unido está 

estudiando en la actualidad propuestas de reforma del sistema de registro, tendentes a posibilitar 

de forma permanente la modificación de los datos sobre el estado civil74. 

El Tribunal no subestimó la importante repercusión que tendrá inevitablemente un cambio 

fundamental del sistema, no sólo para el registro de nacimiento, sino también en campos como el 

acceso a los registros, el Derecho de familia, la filiación, la sucesión, la seguridad social o los 

seguros. Sin embargo, las propuestas del grupo de trabajo interministerial muestran que estos 

problemas no son insuperables. De hecho, no se ha demostrado que una modificación de la 

condición de los transexuales pueda conllevar dificultades concretas o notables o que atenten 

contra el interés público. El Tribunal así consideró que se puede exigir razonablemente de la 

sociedad que acepte ciertos inconvenientes con el fin de permitir a las personas que vivan con 

dignidad y se las respete según la identidad sexual que hayan escogido a costa de grandes 

sufrimientos75. 

En segundo lugar, el caso Richards v. Secretary of State for Work and Pensions, C-423/04 del 

Tribunal de Justicia de la Unión Europea del 27 de Abril del 2006, se enmarca en el caso de una 

mujer trans que en 2002 solicitó al Secretary of State del Reino Unido que se le reconociera el 

derecho a una pensión de jubilación a partir del 28 de febrero de 2002, fecha en la que cumplía 60 

años. La solicitud fue desestimada porque “[había] sido presentada más de cuatro meses antes de 

que el solicitante cumpliera los 65 años», que es la edad de jubilación de los hombres en el Reino 

Unido”76.  

 
73 TEDH, Sentencia Christine Goodwin c. Reino Unido, 11 julio de 2002. Véase : 
 http://hudoc.echr.coe.int/fre?i=001-65153 

74 Idem. 

75 Idem. 

76  TJUE, Richards c. Secretary of State for Work and Pensions, C-423/04, 27 de Abril del 2006. Véase : 
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El Tribunal de Justicia de la Unión Europea reiteró que según jurisprudencia del mismo Tribunal, 

el derecho a no ser discriminado por razón de sexo constituye uno de los derechos humanos 

fundamentales cuyo respeto debe garantizar el Tribunal de Justicia (véanse las sentencias de 15 de 

junio de 1978, Defrenne, 149/77 y de 30 de abril de 1996, P./S., C-13/94)77. Al tener su origen en 

el cambio de sexo, la desigualdad de trato de que la Sra. Richards fue objeto debe ser considerada 

una discriminación prohibida por el artículo 4, apartado 1, de la Directiva 79/7. En efecto, el 

Tribunal de Justicia ya ha declarado que una legislación nacional que, al no reconocer a los 

transexuales su nueva identidad sexual, impide que un transexual reúna uno de los requisitos 

necesarios para disfrutar de un derecho protegido por el Derecho comunitario y debe considerarse, 

en principio, incompatible con las exigencias de este Derecho78. 

Finalmente, en el caso Grant v. Reino Unido, n°32570/03 del Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos de 23 de Mayo del 2006, Linda Grant, de 68 años está identificada como mujer en su 

tarjeta de seguridad social y ha pagado cotizaciones a la seguridad social como mujer (hasta 1975, 

cuando se abolió la distinción entre sexos). En 1972, la demandante inició su propio negocio y 

comenzó a cotizar en un fondo de pensiones privado. La demandante solicitó una pensión de la 

seguridad social el 22 de diciembre de 1997, cuando cumplió 60 años. La solicitud del demandante 

fue rechazada debido a que sólo tenía derecho a una pensión cuando cumpliera los 65 años, que 

era la edad de jubilación aplicable a los hombres79. 

En el presente caso, el Tribunal consideró que la primera negativa de las autoridades a admitir a la 

demandante a la jubilación a la edad en que las mujeres tienen derecho a ella en octubre de 1997 

entraba dentro del margen de apreciación del Gobierno. En cuanto a la nueva denegación de la 

solicitud de pensión de la demandante desde la sentencia Christine Goodwin, el Tribunal recordó 

que la demandante se quejó de ello en virtud del artículo 8. Dado que la denegación de dicha 

solicitud constituyó una violación del derecho de la demandante al respeto de su vida privada, el 

 
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:62004CJ0423&from=EN 

77 Idem. 

78 Idem. 

79TEDH, Sentencia Grant c. Reino Unido, n°32570/03, 23 de Mayo del 2006. Véase : 

https://hudoc.echr.coe.int/spa#{%22languageisocode%22:[%22FRE%22],%22appno%22:[%2232570/03%22],%22documentcollectionid2%22:[%22CHAMBER%22],%22itemid

%22:[%22001-75455%22]} 
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Tribunal de Justicia le dio la razón a Goodwin y consideró que la reclamación de la demandante 

está comprendida esencialmente en el ámbito de aplicación del artículo 880. 

Todo lo anteriormente mencionado en esta sección nos lleva a concluir que las mujeres trans se 

encuentran en un contexto estructural que les impone barreras de acceso a la pensión de vejez. En 

primer lugar, su expectativa de vida es significativamente baja. Contar con 35 años de expectativa 

de vida probable es una alerta para quienes quieren acceder al primer requisito de una pensión de 

vejez, es decir, contar con 57 años. La gran mayoría de las mujeres trans, que se enfrentan a 

numerosos contextos de violencia física e institucional, y a numerosos problemas de salud 

derivados de otras barreras en el ámbito de su contexto de empobrecimiento y transformaciones 

corporales, no verán posible su acceso a este requisito porque no alcanzarán a estar vivan para 

cumplir con este requisito.  

En segundo lugar, la necesidad de contar con un Registro Civil actualizado con el cambio en el 

componente sexo, si bien es una necesidad burocrática para el reconocimiento legal de derechos 

como los pensionales de acuerdo con el precedente constitucional, supone otra barrera para estas 

mujeres. El proceso es dispendioso, los funcionarios notariales no están totalmente informados de 

esta posibilidad - mucho más en municipios de zonas rurales-, y es un procedimiento costoso que 

muchas veces estas mujeres no pueden costear. En tercer lugar, las mujeres trans no tienen 

normalmente acceso a empleos formales en el tiempo. Generalmente, quienes expresan un cambio 

en su identidad y expresión de género se enfrentan al desempleo o, como afirmamos anteriormente, 

a trabajos transexualizados en que muchas veces no pueden cotizar a la seguridad social. 

Por todo lo anterior, tanto en el derecho nacional como en el derecho internacional y comparado 

se ha dejado claro y evidente que las experiencias de vida de las mujeres trans están atravesadas 

por barreras administrativas que les impiden en la generalidad acceder a una pensión de vejez. 

Contar con estrategias por parte del Estado para mitigar esas barreras y garantizar un acceso 

igualitario a estos servicios pensionales debe ser una garantía en aras de protegerlas de situaciones 

de discriminación indirecta. 

 
80 Idem. 
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4. LA MEDIDA AFIRMATIVA PARA MUJERES TRANS GENERA UN IMPACTO 

MÍNIMO RELACIONADO CON UN POTENCIAL DESFINANCIAMIENTO DEL 

SISTEMA PENSIONAL81  

El cambio del componente sexo en el Registro Civil fue permitido por el Decreto 1227 de 201582, 

con lo que se posibilita que las personas trans puedan acudir a un mecanismo administrativo 

expedito para ajustar sus documentos de identidad de acuerdo con su identidad de género. Como 

se vio en secciones anteriores, la oferta laboral de las mujeres trans en Colombia es limitada, en 

su mayoría informal y llena de barreras de diversa índole. No obstante, existen especulaciones 

sobre eventuales situaciones en las que personas que podrían hacer uso fraudulento de acceder a 

la pensión en una edad menor. Según estas suposiciones, las personas cisgénero podrían considerar 

decir que son mujeres trans con el fin de pensionarse con la edad establecida para la totalidad de 

mujeres. Estas supuestas acciones fraudulentas podrían ocasionar un desfinanciamiento del 

Sistema de Pensiones. Frente a estas especulaciones, presentaremos un panorama general de las 

cifras con las que el Estado cuenta para hacer estudios y proyecciones en aras de probar acertada 

o errónea esa hipótesis de desfinanciamiento. Esto lo hacemos con el fin de despejar cualquier 

duda sobre este tipo de preguntas y suposiciones que en muchos casos buscan menoscabar los 

derechos de las personas trans. 

Por otro lado, presentaremos simulaciones, a través de estos datos públicos, para demostrar que 

no existen pruebas suficientes que determinen que el hecho de que las mujeres trans se 

 
81 En esta sección se responderán las siguientes preguntas de la Corte: 

“Primer eje temático: 2. ¿Cuáles son las normas legales o reglamentarias que regulan los efectos que el cambio o 

corrección de género y/o sexo de una persona tiene para efectos del reconocimiento de derechos pensionales? 

3. ¿Cuáles son las medidas que ha implementado el Estado para garantizar el acceso, reconocimiento y protección 

de la población transgénero y, en particular, la población de mujeres transgénero, a derechos pensionales? 

4. ¿Cuál es la edad mínima de pensión que los fondos de pensiones exigen acreditar a las mujeres transgénero para 

acceder al reconocimiento de derechos pensionales?” 

“Segundo eje temático: ... 2. ¿Cuáles son las variables o factores que podrían justificar la adopción de un enfoque 

diferencial en el tratamiento de la población de mujeres cisgénero y la población de mujeres transgénero respecto de 

la edad mínima para acceder al reconocimiento de una prestación pensional? ... 

5. ¿Cuáles son, de existir, los riesgos de abuso del derecho o fraude al sistema pensional que eventualmente se podrían 

derivar del otorgamiento de un trato idéntico en materia pensional a la población de mujeres cisgénero y la población 

de mujeres transgénero?” 
82 Decreto 1227 de 2015. Por el cual se adiciona una sección al Decreto 1069 de 2015, Único Reglamentario del 

Sector Justicia y del Derecho, relacionada con el trámite para corregir el componente sexo en el Registro del Estado 

Civil.   
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pensionen a los 57 años desfinancie el sistema pensional, ni que exista una posibilidad del uso 

fraudulento de esta forma de pensión.  

4.1. No existen riesgos ciertos de abuso del derecho o fraude al sistema pensional del 

otorgamiento de un trato idéntico en materia pensional a la población de mujeres cisgénero 

y la población de mujeres trans 

Las personas trans son una minoría por razones históricas de exclusión social83. Cómo ya fue 

desarrollado previamente, las personas trans, que después de atravesar todos los obstáculos que 

significa ser trans en Colombia obtienen los requisitos para pensionarse son una minoría de este 

grupo minoritario84. En primer lugar, a seis años de expedida el Decreto 1227 de 2015, no ha 

habido un cambio masivo de personas que hayan cambiado el componente sexo de su documento 

de identidad con fines fraudulentos según las cifras existentes a la fecha. En segundo lugar, cabe 

recalcar que la aplicación de las políticas por parte de las autoridades públicas debe cumplir con 

el principio de buena fe, consagrado en el artículo 83 de la Constitución Política. Con ello, las 

autoridades deben “ajustar sus comportamientos a una conducta honesta, leal y conforme con las 

actuaciones que podrían esperarse de una “persona correcta (vir bonus)””85.  

Incluso, hay casos en que en temas pensionales la posibilidad de fraude en la obtención de derechos 

pensionales no ha sido contemplada porque es claro que no se contempla la mala fe de la población 

a la hora de usar esas figuras jurídicas. El sistema pensional contempla, por ejemplo, la posibilidad 

de pensión anticipada por invalidez en el parágrafo del artículo 33 de la ley 100 de 1993. Sin 

embargo, la posibilidad de que las personas puedan simular accidentes o pérdidas de la incapacidad 

laboral, con el fin de defraudar el sistema, no ha sido razón suficiente para el desmonte de la figura. 

Incluso, en casos en que esta figura se confunda con una posible pensión de invalidez, la Corte ha 

determinado que el operador jurídico “debe utilizar el criterio de favorabilidad para resolver el 

conflicto”86. 

 
83 Corte Constitucional, Sentencia T-363 de 2016, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.  
84 Esto, teniendo en cuenta que la edad esperanza de vida de mujeres trans es de 35 años (En CIDH. (2018). “Con el 

motivo del Día Internacional de la Visibilidad Transgénero, la CIDH y experto de la ONU urgen a los Estados a 

garantizar el ejercicio pleno de los derechos humanos de las personas transgénero”. Comunicado de prensa. En línea: 

http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2018/069.asp), y que solo el 5,3% de personas trans han firmado 

contratos laborales que les permitan cotizar al sistema de seguridad social en pensiones (En Sentiido. Los retos de la 

población transgénero. 18 de noviembre de 2010. En: http://sentiido.com/los-retos-de-la-poblacion-transgenero/ ) 
85 Corte Constitucional, Sentencia C-1194 de 2008, M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
86 Corte Constitucional, Sentencia T-326 de 2015, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 

http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2018/069.asp
http://sentiido.com/los-retos-de-la-poblacion-transgenero/
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Resultaría discriminatorio inaplicar la regla de pensión anticipada a las mujeres trans por presumir 

que actuarán indebidamente para defraudar el sistema. La política en materia de pensiones debe 

ser interpretada y aplicada teniendo en cuenta que las personas actuarán de manera 

correcta. De lo contrario, se restringirían los derechos pensionales a personas trans, como 

grupo históricamente discriminado, porque hipotéticamente personas cisgénero -quienes no 

son la población a la que apunta esta prerrogativa- podrían abusar de esta figura. 

En el caso de mujeres trans que hayan alcanzado las semanas mínimas de cotización a los 57 años, 

sigue siendo más rentable esperar hasta los 62 para pensionarse. Esto se debe a que el esquema de 

RPM otorga 1,5 puntos porcentuales adicionales por cada 50 semanas cotizadas en la tasa de 

reemplazo. Es decir, pensionarse con 57 años y 1300 semanas le otorgaría una tasa de reemplazo 

del 65% del ingreso base de liquidación (IBL). Sin embargo, un año adicional de cotización (50 

semanas) puede otorgarle una tasa de reemplazo del 66,5% e irá aumentando con cada año 

adicional. Para mostrar el aumento en el valor de la pensión mensual en RPM por cada año de 

espera, hacemos el siguiente ejercicio de cada año adicional de cotización para una persona 

cualquiera a sus 57 logra las 1300 semanas de cotización con un IBL de un SMMLV en el 2021: 

 

Tabla 1. Cambio en el valor de la pensión recibida por cada año (50 semanas) adicional de 

cotización a partir de los 57 años y 1300 semanas cotizadas. 

Años Semanas 

cotizadas 

Valor de la pensión recibida 

57 años 1300 65% de un SMMLV del 2021 

58 años 1350 66,5% de un SMMLV del 2022 

59 años 1400 68% de un SMMLV del 2023 

60 años 1450 69,5% de un SMMLV del 2024 
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61 años 1500 71% de un SMMLV del 2025 

62 años 1550 72,5% de un SMMLV del 2026 

Fuente: Cálculos propios basados en la Ley 100 

Una mujer que cumpla sus requisitos de semanas de cotización a los 57 años y siga cotizando hasta 

los 62, tendrá una ganancia de hasta 7,5 puntos porcentuales en su valor de pensión. Además, el 

SMMLV aumenta en términos reales cada año por (la ley dice que debe subir por encima de la 

inflación), los cinco años de espera de una mujer para pensionarse tienen aumentos reales en el 

valor esperado de su pensión. Cabe resaltar que a medida que aumenta el IBL, la tasa de reemplazo 

cae. Sin embargo, los puntos porcentuales adicionales por cada 50 semanas por encima del 

requisito mínimo no son susceptibles al aumento en el salario. En términos generales, no parecen 

haber incentivos perversos a que los hombres cambien su género sólo con el fin de acceder a 

una edad más temprana de pensión.   

4.2. Acceso a la pensión de mujeres trans y su relación con una posibilidad de 

desfinanciamiento del sistema pensional colombiano 

Para tener un panorama sobre el costo agregado que podría tener la medida de la pensión de 

mujeres trans en la edad designada para las mujeres cisgénero según la Ley 100 frente a la 

financiación del sistema pensional, realizamos una simulación87 teniendo en cuenta la información 

disponible de mujeres trans, mujeres cisgénero y hombres cisgénero en el sistema pensional. 

Adicionalmente, se tuvo en cuenta el valor presente neto del subsidio del Estado a las pensiones 

en el RPM.  

Cabe aclarar, en primer lugar, que para realizar esta simulación existió una barrera relevante en lo 

referente a los datos públicos existentes. Existe una limitación general en términos de cifras 

oficiales de la población trans para hacer una simulación totalmente precisa. Según la encuesta del 

DANE sobre Consumo de Sustancias Psicoactivas (ENCSPA) del 2020, el 0,05 por ciento de 

quienes contestaron la encuesta se identificaron como trans, lo que podría representar 

 
87 La simulación presentada fue realizada por Diana Carolina León, economista, magíster en economía,  e 

investigadora de Dejusticia. 
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aproximadamente 10.000 personas en toda Colombia88. Esta es la primera vez que el Estado, a 

través del DANE, utilizó la variable de orientación sexual e identidad de género en sus 

ejercicios estadísticos a nivel nacional. Incluso, el DANE no realizó ningún ejercicio estimativo 

para llegar a estos datos, sino que realizó preguntas específicas para que las personas respondieran 

específicamente sobre su orientación sexual o identidad de género.  

No obstante, el director del DANE advirtió que estos datos deben tomarse con cautela debido a la 

baja prevalencia estadística y a que fue realizada solo en sectores urbanos89. Esto lleva a que 

existan graves problemas de representación estadística de las personas trans en Colombia. En 

comparación con datos oficiales y estimaciones sobre otros países del mundo, se puede suponer 

que la población trans en el país está subrepresentada en las estadísticas nacionales. En 

Estados Unidos, se estima que la población transgénero es 0,6%, aunque puede variar por Estado 

y grupo etario90. Según la Encuesta Multipropósito de Bogotá 2017 muestra que el porcentaje de 

poblaciones transgénero es el 0,05% en la ciudad. Aún en los lugares más conservadores de 

Estados Unidos, el porcentaje de población transgénero es superior a lo que representan las 

encuestas colombianas pues en ninguno de los Estados es un porcentaje inferior al 0,3%.  

Así, incluso aquellas cifras no oficiales que plantean estimaciones más grandes para la población 

trans en Colombia, permiten esbozar que el alcance de la población con identidad de género diversa 

es considerablemente reducido y no tiene la potencialidad de desfinanciar un sistema general de 

pensiones que ha funcionado como actualmente se conoce desde 1993. Sin embargo, la cifra 

presentada por el DANE el 2020 es la única cifra oficial con la que el Gobierno Nacional cuenta 

en este momento. Por ende, esta cifra será la utilizada para el ejercicio de la simulación. No 

obstante, al tener un alto riesgo de subrepresentación estadística, las políticas públicas dirigidas a 

la protección de derechos fundamentales de las personas con experiencias de vida trans, y 

estimaciones sobre el costo de estas políticas, se quedan cortas. Entonces, a la hora de analizar 

esta población es importante tener en cuenta las limitaciones que tiene la cifra oficial 

disponible. 

 
88 El Tiempo. (2020). “¿Cuántos colombianos son LGBT? Dane hizo primera medición estadística”. En línea: 

https://www.eltiempo.com/justicia/servicios/encuesta-del-dane-midio-por-primera-vez-cantidad-de-personas-lgbt-

en-colombia-529124  
89 Ibid.  
90 Flores et al (2016) “How Many Adults Identify as Trasngender in The United States?”. En línea:  

https://williamsinstitute.law.ucla.edu/wp-content/uploads/Trans-Adults-US-Aug-2016.pdf  

https://www.eltiempo.com/justicia/servicios/encuesta-del-dane-midio-por-primera-vez-cantidad-de-personas-lgbt-en-colombia-529124
https://www.eltiempo.com/justicia/servicios/encuesta-del-dane-midio-por-primera-vez-cantidad-de-personas-lgbt-en-colombia-529124
https://williamsinstitute.law.ucla.edu/wp-content/uploads/Trans-Adults-US-Aug-2016.pdf
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Aclarado lo anterior, en esta intervención nos permitimos realizar un ejercicio de simulación para 

estimar el sobrecosto al sistema pensional de que las mujeres trans accedan a los 57 años a su 

pensión en el RPM. No obstante, los supuestos en los que se basan buscan, en parte, contrarestar 

la subrepresentación estadística de la mujeres trans en el grupo etario próximo a pensionarse. Esto 

permite hacer un cálculo más certero de los resultados de la simulación. Incluso, los supuestos 

permiten estimar un límite superior del sobrecosto. 

El hecho de que una mujer trans acceda al sistema pensional 5 años antes que los hombres, es decir 

a la edad de 57 años y no de 62, genera una diferencia en el monto que debería subsidiar el Estado 

en las pensiones del RPM de esta población. A esta diferencia la denominamos como ‘el 

sobrecosto’, pues es el costo adicional que el cambio o corrección del componente género o sexo 

de una persona en sus documentos de identidad, pasando de hombre a mujer, generaría en este 

sistema pensional. El sobrecosto puede ir entre los 5 millones de pesos hasta los 121 millones 

de pesos para cubrir toda la renta vitalicia de una mujer transgénero que corrija su género 

y acceda a la pensión a la edad de 57 años91.  

Ese mismo hecho no genera ningún costo adicional para el Estado si el individuo se encuentra en 

el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad. Pues, al tener una cuenta de ahorros individual 

(CAI) en las administradoras de fondos de pensiones (AFP), su pensión dependerá de los 

rendimientos de estos fondos. Solo en el caso de que el rendimiento no alcance para cubrir un 

salario mínimo legal vigente (1 SMMLV) y cumpla con los requisitos de pensión, el gobierno 

subsidia la parte restante para este monto. Si comparamos con el RPM, este sobrecosto puede 

llegar hasta los 5 millones de pesos por persona. Sin embargo, este régimen no tiene una edad 

mínima de jubilación como lo tiene el RPM, pero sí tiene un requisito de haber cotizado al menos 

1.150 semanas. Entonces, poder acceder a una pensión a los 57 años para mujeres transgénero por 

su cambio de género no tiene ninguna implicación en el Régimen de Ahorro Individual con 

Solidaridad.  

Ahora bien, a continuación se detallan los supuestos, los escenarios y los resultados de nuestra 

simulación: 

 
91 Ver tabla 3. 
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Supuestos: 

Para este ejercicio tenemos los siguientes supuestos con el fin de acercarnos a la situación 

pensional de las mujeres trans en el país. Estos supuestos están determinados de tal manera que 

los costos estimados de un tratamiento pensional idéntico entre la población de mujeres 

transgénero y la población de mujeres cisgénero estén sobreestimados. El hecho de hacer un 

sobrecosto sobreestimado nos permite tener un límite superior sobre la implementación de 

la igualdad entre mujeres trans y cisgénero. Teniendo en cuenta que los supuestos 

sobreestiman el costo, es importante tener en cuenta que el monto a cubrir es probablemente 

mucho menor a los resultados aquí planteados.  

Supuestos generales: 

1. Todas las mujeres trans han hecho su cambio del componente sexo legalmente, alcanzan 

las 1300 semanas de cotización a los 57 años y están afiliadas al RPM. 

2. Las mujeres trans próximas a pensionarse para el 2019 son 829. Este supuesto es tomado 

de la estimación del DANE en la encuesta de consumo de sustancias psicoactivas en el 

2019 sobre población en el rango de edad de 50 a 54 años que reportó ser mujer 

transgénero. Actualmente, la encuesta del DANE es la información más reciente disponible 

que tiene una pregunta sobre autoreconocimiento de género para el país. Este supuesto, en 

parte, permite contrarrestar el problema de subrepresentación estadística que tienen las 

mujeres trans porque se decide suponer que las mujeres trans de 50 a 54 años encuestadas 

se encuentran cotizando en el RPM. Ello llevaría a que sólo las mujeres transgénero serían 

un 2,5 por ciento de toda las mujeres menores de 60 años dentro del RPM de pensiones. 

3. El crecimiento de las mujeres transgénero próximas a pensionar durante el periodo de 

tiempo estimado (2020 a 2030) es de 3,9%. Este supuesto es tomado del cálculo del Marco 

Fiscal de Mediano Plazo del 2020 sobre el crecimiento de la población pensionada. 

4. Suponiendo que la distribución de las mujeres trans, según los salarios de cotización es 

idéntica a la distribución del total de mujeres cisgénero que están pensionadas mayores de 

55 años92. Esta distribución se encuentra en la siguiente tabla y corresponde a la 

 
92 Se toma a partir de esta edad porque es el quinquenio donde las mujeres empiezan a jubilarse mayoritariamente. 
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información de la superintendencia financiera en el informe de clasificación de los 

pensionados del RPM por tipo de pensión, edad, salarios mínimos y sexo de abril de 2021.  

Tabla 2. Distribución de mujeres mayores de 55 años según rango de ingreso base de cotización 

(IBC). 

Ingreso base de 

cotización (IBC) 

Mujeres mayores de 55 

años 

Porcentaje del total de 

mujeres mayores de 55 

años 

Menos de 2 SMMLV 385.242 76,91% 

Entre 2 y menos de 4 

SMMLV 77.183 15,41% 

Entre 4 y menos de 7 

SMMLV 25.954 5,18% 

Entre 7 y menos de 10 

SMMLV 7.362 1,47% 

Entre 10 y menos de 13 

SMMLV 2.460 0,49% 

Entre 13 y menos de 16 

SMMLV 1.024 0,20% 

16 o más SMMLV 1.629 0,33% 

Total 500.854 100% 

Fuente: Superintendencia Financiera 

 

5. El subsidio por persona para la pensión vitalicia que cubre el Estado en el RPM es tomado 

de la información reportada por el Ministerio de Trabajo. Para estimar el subsidio que 

recibiría cada una de las mujeres transgénero dependiendo del salario de cotización del 
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supuesto 1, se aproxima hacia el rango del IBC más alto. La siguiente tabla muestra el 

subsidio que cubre el Estado por persona en una pensión vitalicia del RPM. 

Tabla 3. Valor presente* del subsidio del Estado en una pensión de vejez en el RPM, según IBC y 

sexo.  

Ingreso base de 

cotización 

Mujeres Hombres Diferencia 

1 SMMLV 93 88 5 

2 SMMLV 87 76 11 

10 SMMLV 477 428 49 

25 SMMLV 1022 901 121 

*En millones de pesos93 

Fuente: Mintrabajo 

Teniendo en cuenta los supuestos 4 y 5, la siguiente tabla muestra la distribución de la población 

mujeres transgénero según el IBC. La distribución en la tabla 4 sobreestima la situación de las 

mujeres transgénero en el sistema pensional pues se redondea hacia el límite más alto del rango en 

el que se encuentra el IBC. En esta simulación, el 76,92% de las mujeres transgénero en edad de 

pensionarse tienen un IBC de 2 SMMLV; el 22,06%, 10 SMMLV y 1,02% de 25 SMMLV. 

Tabla 4. Valor presente del subsidio del Estado en una pensión de vejez en el RPM, según IBC y 

sexo.  

Ingreso base de 

cotización 

Porcentaje de mujeres transgénero 

en edad de pensionarse 

1 SMMLV 0 

2 SMMLV 76,92% 

 
93 

http://leyes.senado.gov.co/proyectos/images/documentos/Textos%20Radicados/proyectos%20de%20ley/2020%20-

%202021/PAL%2032-21%20Ruta%20Reforma%20Pensional.pdf  

http://leyes.senado.gov.co/proyectos/images/documentos/Textos%20Radicados/proyectos%20de%20ley/2020%20-%202021/PAL%2032-21%20Ruta%20Reforma%20Pensional.pdf
http://leyes.senado.gov.co/proyectos/images/documentos/Textos%20Radicados/proyectos%20de%20ley/2020%20-%202021/PAL%2032-21%20Ruta%20Reforma%20Pensional.pdf
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10 SMMLV 22,06 

25 SMMLV 1,02% 

Fuente: Cálculos propios 

6. La diferencia en el subsidio que cubre el Estado en las pensiones vitalicias del RPM 

corresponde al costo adicional que debe cubrir el Estado porque mujeres transgénero se 

pensionen a la edad de 57 años. A esto se le denomina en este ejercicio como ‘el sobrecosto’ 

pues, en caso de pensionarse a la edad de 62 años, el Estado debe cubrir el costo del 

subsidio de la pensión vitalicia en el RPM como si fuera un hombre.  

Supuestos específicos: 

Para este ejercicio, también se plantean unos supuestos específicos que permiten estudiar cuatro 

posibles escenarios, siendo el escenario A el más ambicioso, pero al mismo tiempo menos real y 

el escenario D el más modesto, pero más cercano a las posibles condiciones del sistema pensional 

de RPM de las mujeres trans.  

Escenario A: Todas las mujeres trans próximas a pensionarse se pensionan a través del sistema 

pensional del RPM.  

Escenario B: Sólo el 54,6% de las mujeres trans próximas a pensionarse se pensionan a través del 

sistema pensional del RPM. Este supuesto es tomado del porcentaje de población en edad de 

pensionarse por vejez que está pensionada, tanto por el Régimen de Ahorro Individual con 

Solidaridad como por el RPM.  

Escenario C: Sólo el 13,79% de las mujeres trans próximas a pensionarse se pensionan a través 

del sistema pensional del RPM. Este supuesto es tomado del porcentaje de población en edad de 

pensionarse por vejez que está pensionada en el RPM.  

Escenario D: Sólo el 10,8% de las mujeres trans próximas a pensionarse se pensionan a través del 

sistema pensional del RPM. Este supuesto es tomado del porcentaje de las mujeres en edad de 

pensionarse por vejez que está pensionada en el RPM.  

Si bien el escenario D es el más austero puede seguir sobreestimando las mujeres trans que se 

pensionan pues los problemas de discriminación que está población, descritos anteriormente, 
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hacen que su situación laboral y, por ende, en el sistema pensional sea peor que el de las mujeres 

cisgénero. Entonces, la probabilidad de que las mujeres trans accedan a una pensión por vejez 

puede ser mucho menor que las de las mujeres cisgenero. Además, el supuesto 1 sobreestima la 

población de estas mujeres que podría acceder al sistema pensional a la edad de 57 años.  

 

Resultados del ejercicio de simulación 

Según el DANE, hay 829 mujeres trans próximas a pensionarse en el país (en edades entre 50 y 

54 años). Teniendo en cuenta el crecimiento poblacional de la población en edad de pensionarse, 

entre 2020 y 2030 habría 1263 mujeres transgénero que estarían en edad de pensionarse con el 

régimen de las mujeres. Es decir, de 57 años o más. La siguiente tabla muestra la población cubierta 

por el RPM en cada uno de los escenarios descritos. 

 

Tabla 5. Población en cada escenario de la simulación  

Escenario Población de mujeres transgénero 

A 1263 

B 689 

C 174 

D 136 

Fuente: Cálculos propios 

Al tomar los supuestos anteriores y teniendo en cuenta que el PIB del país del 2020 fue de 1.054,8 

billones pesos y el gasto de Estado en el 2020 por transferencias de pensiones y jubilaciones por 

vejez del RPM fue de 122 billones, encontramos los siguientes resultados para cada escenario: 
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Tabla 5. Resultados del sobrecosto como proporción del PIB y transferencias de pensiones y 

jubilaciones por vejez en Colpensiones. 

Escenario Sobrecosto 

del subsidio* 

Sobrecosto en 

PIB 2020 

Sobrecosto en transferencias de 

Pensiones y Jubilaciones por vejez 2020 

A 25.891 0,0025% 0,93% 

B 14.136,5 0,0013% 0,51% 

C 3.570,4 0,0003% 0,13% 

D 2.796 0,0003% 0,10% 

*millones de pesos  

Fuente: Cálculos Propios 

5. ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 

Los hechos de la presente acción de tutela se enmarcan en el caso de Helena Herrán, quien desde 

alrededor de 2015 realizó el cambio de su componente sexo de su registro civil a femenino. A 

pesar de que realizó gestiones administrativas para que Colpensiones la reconociera como una 

mujer y aplicara en su caso las normas pensionales relativas a las mujeres, el fondo de pensiones 

estableció en su momento que el cambio del componente sexo del documento de identidad no 

tenía fines pensionales sino meramente de registro94. 

Las personas trans son diariamente violentadas y discriminadas en el país y alrededor del mundo. 

Contando con cifras alarmantes de homicidios, amenazas y violencia policial, las mujeres trans 

son las más discriminadas en el ámbito de la violación de derechos fundamentales entre las 

personas LGBTI documentadas en el país. Esta violencia permea todos los espacios de la 

sociedad e impone barreras y cargas excesivas a las personas trans, lo que las excluye de muchos 

lugares y posibilidades. Particularmente, las mujeres trans se encuentran generalmente en 

contextos de informalidad donde ejercen trabajo sexual, de peluquería o belleza. Estos trabajos 

 
94 RCN. “Polémica por pensión a personas trans ¿a qué edad debería ser?”. 12 de abril de 2021. En línea: 

https://www.noticiasrcn.com/nacional/polemica-por-pension-a-personas-trans-a-que-edad-deberia-ser-378224  

https://www.noticiasrcn.com/nacional/polemica-por-pension-a-personas-trans-a-que-edad-deberia-ser-378224
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no permiten a estas mujeres acceder al sistema de trabajo formal y cotizar al sistema de seguridad 

social en pensiones.  

Como ya fue expuesto a lo largo de esta intervención, el cambio del componente sexo en el 

Registro Civil es permitido por el Decreto 1227 de 201595. Además, Colpensiones ha afirmado 

en un pasado que a cualquier persona se le puede reconocer su pensión de vejez “si acreditan los 

requisitos legales”96. La accionante desde el año 2015 cambió el componente sexo de su Registro 

Civil y le informó al fondo de pensiones del cambio para que así los requisitos que le fueran 

impuestos se relacionaran con los que la Ley 100 dispone en materia pensional a las mujeres. 

Este cambio en el documento de identidad supone un criterio objetivo que determina, para todos 

los asuntos legales, la forma en que se debe proceder a dar aplicación a las prerrogativas que 

tienen trato distinto en razón al sexo.  

El caso de Helena Herrán se enmarca justamente en el debido cumplimiento de todos estos 

requisitos legales y constitucionales. La accionante no solo contó con el cumplimiento de todos 

los requisitos para pensionarse como mujer según la Ley 100 de 1993, sino que ya había realizado 

previamente su cambio en el componente sexo en el Registro Civil. Con ello, la postura inicial 

de Colpensiones de pensionar a Helena con los requisitos de los hombres es discriminatoria y 

perpetúa los prejuicios contra las mujeres trans, impone barreras adicionales para el 

reconocimiento de derechos personales de una mujer trans que es sujeto de especial protección 

constitucional debido a la violencia estructural que vive diariamente, y va en contravía del 

precedente constitucional vigente en materia de derechos de personas trans frente a políticas 

basadas en el sexo.  

Por todo lo anterior, es claro que Helena Herrán Vargas, al cumplir con todos los requisitos 

dispuestos por la ley de acuerdo con su identidad de género, debe ver amparados sus derechos 

fundamentales en este caso. En consecuencia, Colpensiones debe retomar su postura institucional 

de años anteriores y garantizar el acceso a la pensión de vejez de las mujeres trans que cumplen 

con los requisitos para acceder al derecho, y en particular, mantener el reconocimiento del 

derecho a pensión de la accionante, para así garantizar sus derechos fundamentales. Esta decisión 

 
95 Decreto 1227 de 2015. Por el cual se adiciona una sección al Decreto 1069 de 2015, Único Reglamentario del 

Sector Justicia y del Derecho, relacionada con el trámite para corregir el componente sexo en el Registro del Estado 

Civil.   
96 Íbidem. 
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por parte de la Corte no solo protegerá los derechos de la accionante según su propio precedente, 

sino que se ajustará a los estándares y obligaciones internacionales en materia de garantía de 

derechos pensionales de personas trans. 

 

6. CONCLUSIONES Y PETITORIO 

En la presente intervención argumentamos la violencia contra las personas LGBT violencia tiene 

diferentes manifestaciones, entre las que se puede encontrar la discriminación en el espacio 

laboral. La población trans en Colombia tiene muy pocas probabilidades de entrar en el mercado 

laboral formal. Por ello, el trabajo sexual, en peluquerías y salones de belleza se convierte en una 

de las formas de obtener medios de subsistencia97. Así, las personas trans se enfrentan a muy 

pocas probabilidades de acceso formal al empleo, y aún más importante, de contar con la 

posibilidad de cotizar al sistema de seguridad social en materia de pensión de vejez. Por ende, 

estas mujeres generalmente se enfrentan a tener que lidiar con situaciones de pobreza incluso en 

la vejez. 

El cambio del componente sexo en el Registro Civil posibilita que las personas trans puedan 

acudir a un mecanismo administrativo expedito para ajustar sus documentos de identidad de 

acuerdo con su identidad. El Decreto 1227 de 2015 es un reflejo del precedente constitucional en 

materia de protección a las personas trans, que establece que las personas trans deben ejercer los 

derechos derivados de su identidad sin ningún tipo de restricción por parte de las autoridades. En 

materia pensional, las mujeres trans que cuentan con el cambio en el componente sexo de su 

registro civil y que cumplen con los requisitos esbozados por la Ley 100 para recibir la pensión 

de invalidez, deben poder acceder sin ninguna barrera a este derecho. A partir del Decreto 1227 

de 2015 el Estado tiene la obligación de reconocer para todos los efectos -incluyendo las garantías 

legales establecidas- según el género percibido por cada persona.  

A partir de estos datos es posible afirmar que el impacto de que las mujeres trans obtengan su 

pensión de vejez según los criterios de la Ley 100 para el sistema de pensiones es mínimo. Ello, 

ya que se cuenta con un criterio como el cambio del componente sexo en el documento de 

identidad para garantizar que los fondos de pensiones tengan certeza previa de estos cambios con 

 
97 OUTRIGHT et al. (2016). “CARTOGRAFÍA de derechos trans EN COLOMBIA”. En línea: 

https://outrightinternational.org/sites/default/files/TransRpt_Colombia_SP.pdf  

https://outrightinternational.org/sites/default/files/TransRpt_Colombia_SP.pdf
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antelación a obtener acceso a la pensión de vejez. De acuerdo con simulaciones presentadas en 

este documento, no existen incentivos para que algún grupo de personas haga algún uso 

fraudulento de la figura para desfinanciar el Sistema de Pensiones. Además, a seis años de 

expedida el Decreto 1227 de 2015 no ha habido un cambio masivo de personas que hayan 

cambiado el componente sexo de su documento de identidad con fines fraudulentos.  

Por otro lado, es imprescindible que la Corte Constitucional en este aspecto tenga en cuenta 

experiencia comparada sobre la forma de acceso a la pensión de vejez de personas trans, sobre 

estándares internacionales en materia de derechos pensionales de personas trans, y sobre las 

obligaciones internacionales en materia de derechos humanos que tiene el Estado colombiano, 

que buscan reducir las barreras administrativas a las que se enfrentan estas personas en la garantía 

de sus derechos. A partir de estos tres aspectos, es posible afirmar que la garantía de pensión de 

vejez de mujeres trans de acuerdo con los criterios esbozados por la Ley 100 para todas las 

mujeres es una postura reconocida internacionalmente y que respeta los derechos de esta 

población histórica y estructuralmente discriminada en espacios como los laborales. 

Por lo anteriormente expuesto, solicitamos respetuosamente a la Corte, 

1. AMPARAR los derechos fundamentales esgrimidos como vulnerados a Helena Herrán 

Vargas por parte de Colpensiones. En consecuencia, 

2. ORDENAR a Colpensiones que se mantenga a Helena Herrán Vargas el reconocimiento 

del derecho a la pensión de vejez y continúe el pago de las mesadas pensionales. En el caso 

de que no se estén pagando, ORDENAR el reconocimiento y el pago inmediato de las 

mesadas pensionales a Helena Herrán Vargas por haber cumplido los requisitos legales 

como mujer para acceder a la pensión de vejez. 

3. EXHORTAR a Colpensiones que emita un acto administrativo en que aclare que las 

mujeres trans tienen derecho a que se les apliquen los requisitos de pensión de las mujeres 

cisgénero en Colombia, de acuerdo a lo dispuesto en la Ley 100 de 1993. 

 

Cordialmente, 

 


